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NOTA A LA CUARTA EDICION

Esia edición ha sido puesta al día de acuerdo con la legislación
vigente en diciembre de 1994.

A su texto se han incorporado las nuevas normas dictadas a
esa fecha sin interferir en la redacción original del autor, y elimi-
nado las referencias a disposiciones derogadas, manteniendo fiel-
mente el espíritu de la obra.

EL EDITOR
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EFECTOS DE LA LEY

- Aspectos a considerar

54. La aplicación de la ley debe analizarse desde el punto de
vista de en qué época se aplica, en qué territorio, a cuáles perso-
nas; esto es lo que denominamos efectos de la ley.

Si examinamos la época de aplicación de la ley estaremos
estudiando los efectos de la ley en cuanto al tiempo; por otra
parte, si el análisis se refiere al espacio físico de su aplicación,
hablaremos de los efectos de la ley en cuanto al territorio; por
último, al determinar a quiénes se aplica estaremos señalando los
efectos de la ley en cuanto a las personas.

Si la concordancia de la estructuración de la ley con los proce-
sos que determinan su formación da validez a la ley, el análisis de
sus efectos nos permite precisar el ámbito de su vigencia.

EFECTOS DE LA LEY EN CUANTO AL TIEMPO

- Promulgación y derogación

55. En la forma más simple podría decirse que la ley se aplica
desde el día en que empieza a regir hasta aquel en que cesa su
vigencia. Fuera de que es necesario determinar cuáles son estas
fechas, es indispensable analizar otros problemas que se relacio-
nan con la vigencia temporal de la ley.

La ley rige desde su promulgación y publicación. Ellas están regla-
mentadas en los arts. 6, 7 y 82 del Código Civil y en el D.L. N2 991.

La promulgación tiene por objeto dar existencia a la ley y fijar
su texto; la publicación tiende a dar a conocer la ley.

La promulgación se efectúa mediante la dictación del Decreto
promulgatorio y corresponde al Presidente de la República. Ade-
más existe el registro que se efectúa en la Contraloría General de
la República.

La publicación se realiza mediante la inserción de la ley en el
Diario Oficial. De acuerdo con lo dispuesto en el inciso 2 del
art. 7Q del Código Civil "para todos los efectos legales, la fecha de
la ley será la de su publicación en el Diario Oficial".

"Sin embargo, agrega el inciso 3, en cualquiera ley podrán
establecerse reglas diferentes sobre su publicación y sobre la fecha
o fechas en que haya de entrar en vigencia".

La ley puede señalar expresamente que entrará en vigencia en
una fecha distinta a la de su publicación. Puede suceder así que la
ley tenga efecto diferido y que exista un período entre su publica-
ción y su vigencia en que no se aplica; es lo que se denomina una
vacancia legal.

Podría también la ley señalar una fecha de aplicación anterior
a su vigencia, a su publicación, esto es lo que se denomina retro-
actividad de la ley. La retroactividad es una situación excepcional;
su posibilidad y limitaciones las analizaremos más adelante.

56. La vigencia de la ley dura hasta su derogación.
La derogación es la supresión de la fuerza obligatoria de una

disposición legal, ya sea por su reemplazo por otra o por su simple
eliminación.

La derogación de la ley corresponde al legislador. Quien tiene
la facultad para dictar las leyes tiene también la facultad de dejar-
las sin efecto, no así los otros poderes del Estado.14

Los particulares no tienen facultad para derogar las leyes. In-
cluso la no aplicación de una ley por todo el cuerpo social y
durante un largo tiempo, el desuso de la ley, no implican su
derogación.

La única facultad de los particulares es renunciar a los dere-
chos que las leyes les confieren y siempre que este derecho mire
solo a su interés individual y que no esté prohibida su renuncia.

Aunque la ley es por lo normal permanente, el legislador pue-
(le dictar leyes temporales, por un tiempo determinado. En tal
caso la época de cesación de eficacia de la ley (su derogación)
está predeterminada en la propia ley; su vigencia será la que se ha
determinado en la ley misma y no será necesario, para que ella
cese, un acto derogatorio especial.

''I.I).p..l  SO, r,1. 11 I).
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57. De acuerdo con el art. 52 del Código Civil la derogación
de las leyes puede ser expresa o tácita.

Es expresa cuando la nueva ley dice taxativamente que deroga
la antigua. Es tácita cuando la nueva ley contiene disposiciones
que no pueden conciliarse con las de la ley anterior.

Para que exista derogación expresa es necesario que la nueva
ley diga que deroga tal ley, o el artículo tal de tal ley, o el inciso,
frase o palabra de tal artículo de tal ley. La frase corriente en
muchas leyes: "Quedan derogadas todas las disposiciones contra-
rias a la presente ley" no constituye una derogación expresa, sino
solamente la innecesaria consignación por escrito de la deroga-
ción tácita. Para que exista derogación expresa es necesario que la
ley o precepto derogado se individualice e indique.

58. La derogación tácita consiste en la incompatibilidad del
precepto nuevo con el precepto antiguo.n

Esta incompatibilidad debe ser absoluta. En efecto, el artícu-
lo 53 del Código Civil dice que la derogación tácita deja vigente
en las leyes anteriores, aunque verse sobre la misma materia, todo
aquello que no pugna con las disposiciones de la nueva ley. Lo
anterior determina la dificultad de establecer a veces si ha existi-
do derogación tácita, porque para ello debe existir incompatibili-
dad entre preceptos cuyos presupuestos coinciden, es decir, es
necesario determinar si existe contradicción entre ellos y no una
simple discrepancia.

El problema es más agudo si consideramos el abuso en nues-
tra actividad legislativa de la derogación tácita. La intensa evolu-
ción política, económica y social introduce nuevas reformas o es-
tatutos legales o reglamentarios que se superponen a la legisla-
ción existente que no es reemplazada francamente por medio de
la derogación expresa, sino por la vía de la derogación tácita.

Por otra parte, la primacía de la norma legal especial sobre la
general, que establecen los arts. 49 y 13 del Código Civil en con-
cordancia con lo dispuesto en el art. 53 respecto a la derogación
tácita, implica que la ley general posterior no deroga tácitamente
la ley especial que verse sobre la misma materia. Las disposiciones
especiales o excepcionales deben ser derogadas expresamente por
la ley general posterior.16

59. La doctrina considera también la derogación orgánica de
las leyes. Ella se produce cuando una nueva ley disciplina toda la
materia regulada por una o varias leyes precedentes, aunque no
haya incompatibilidad entre las disposiciones de éstas y las de la
nueva ley.

Si, en tal caso, no hay derogación expresa ni tácita de ciertas
disposiciones antiguas, resulta absurdo que éstas continúen vigentes
bajo la nueva legislación. Puede que el legislador se inspire en prin-
cipios distintos al dictar el nuevo ordenamiento legal, que cree un
sistema totalmente diferente; las disposiciones antiguas que queda-
rían vigentes podrían ser totalmente heterogéneas a la nueva ley.17

En el Derecho italiano el art. 15 de las Disposiciones sobre las
leyes en general que preceden al Código Civil, después de señalar
las derogaciones expresa y tácita, se refiere a la orgánica que se
produce "porque la nueva ley regula toda la materia ya regulada
por una ley anterior".

Nuestra Corte Suprema ha aceptado la derogación orgánica
en ciertas ocasiones. En una sentencia dictaminó que la ley de
municipalidades de 1891 había derogado totalmente la de 1887,
respecto de la cual no existía derogación expresa. En otra senten-
cia resolvió que el Decreto-Ley N 790, sobre nombramiento y
remoción de los empleados municipales, había derogado el De-
creto-Ley N9 498, pues se trataba de un nuevo cuerpo de leyes, de
carácter general como el anterior, dictado sobre la misma mate-
ria, reglamentada también en su totalidad. Por último, en una
sentencia de 4 de octubre de 1938, en que analiza la derogación
de las leyes, acepta la existencia de la derogación orgánica, que
considera una forma de la derogación tácita, que se va diversifi-
cando con el progreso de las instituciones, pero exige que la
nueva ley reglamente toda la materia de que se ocupaba la ley
anterior.

60. Conviene recalcar que una vez derogado el precepto le-
gal, no revive posteriormente sino por un acto de legislación.

Si la ley derogatoria es a su vez derogada, el precepto primiti-
vo derogado por la ley derogatoria no revive.

Para que en este caso recobrara vigencia el precepto primitivo
se necesitaría que la ley que deroga la ley derogatoria lo dijera
expresamente, pero ello implicaría que se ha dictado una nueva
ley sobre la materia.

15 R. D.j., t. 80, s. 5, p. 57, cons. 11v.
' R. D.J., t. 78, s. 3, p. 35.; 1. 81, s. 2, P. 27. 17 I. 1)1., 1. 80, s. 2, IL 102.
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61. Pero existen causas que una ley puede contener en sí
misma y que determinen el término de su vigencia; son las que se
denominan causas intrínsecas de cesación de eficacia de la ley.
Ellas son distintas de la derogación, que es una causa extrínseca
de tal cesación.

Nos hemos referido anteriormente a las leyes temporales; ellas
dejan de tener eficacia cuando se cumple el plazo de duración de
su vigencia que contemplaba la propia ley.

Entre las causas tenemos también la realización del fin que se
proponía la ley. Así, una ley que autoriza una expropiación por
causa de utilidad pública, una vez realizada la expropiación pier-
de su vigencia, pues ya se realizó el fin para el cual fue dictada.

No sólo el plazo sino también la condición puede ser causa
intrínseca de cesación de eficacia de la ley. Su vigencia puede ser
limitada a la existencia de cierta condición. Se señala el ejemplo
de una ley dictada para un estado de guerra que durará sólo hasta
el término de ella.

Por último, se ha señalado también dentro de estas causas el
desaparecimiento de la institución jurídica que servía de base a
determinadas leyes. Así, si se elimina el régimen de sociedad con-
yugal, todos los preceptos que la reglamentan o se basan en ella
perderán su eficacia.

- Retroactividad de la ley

62. Lo normal es que la ley rige desde su promulgación y, por
lo tanto, que sólo afecte a los actos o situaciones que acaezcan o
se realicen con posterioridad a su publicación. Si excepcional-
mente afecta a actos acaecidos con anterioridad, decimos que la
ley está actuando con efecto retroactivo.

El artículo 92 del Código Civil en su inciso 19 expresa: "La ley
puede sólo disponer para lo futuro, y no tendrá jamás efecto
retroactivo". Este precepto no se aplica solamente a las leyes civi-
les sino a la legislación toda. Por lo tanto, es un principio general
de nuestro derecho la irretroactividad de la ley.

Pero la disposición citada es un simple precepto legal y no
constitucional. Por lo tanto no alcanza a obligar al legislador mis-
mo. Si el legislador puede derogar una ley puede dictar también
leyes retroactivas.18

8 R. D.J., t. 81, s. 2, p. 150. Cons. 10.

LA NORMAJURIDICA DE DERECHO PRIVADO

Como una ley de tal naturaleza contraría el principio general
y afecta la seguridad jurídica, constituye un acto excepcional cuyo
carácter, en consecuencia, no puede ser inferido, sino que tiene
que estar expresamente manifestado en el texto legal. La retroac-
Lividad, en consecuencia, debe ser expresa. Además su carácter de
excepción impone para tales preceptos una interpretación y apli-
cación restrictivas; son, usando una expresión consagrada, de de-
recho estricto.

Si el legislador puede dictar leyes retroactivas porque la dispo-
sición del Código Civil no lo obliga, tiene no obstante limitacio-
iies al efecto de carácter constitucional.

Estas limitaciones existen tanto en materia penal como en
materia civil.

En materia penal el M`32 del artículo 19 de la Constitución
señala que nadie puede ser juzgado sino por un Tribunal estable-
(ido con anterioridad y que "ningún delito se castigará con otra
pena que la que señale una ley promulgada con anterioridad a su
perpetración, a menos, que una nueva ley favorezca al afectado".

Es decir, en materia penal, la ley no puede ser retroactiva por
disposición constitucional cuando es desfavorable al inculpado.
In cambio, la ley favorable es siempre retroactiva y, de acuerdo a
lo establecido en el art. 18 del Código Penal, no sólo beneficia al
ECO cii proceso, sino también al condenado.

Las limitaciones a la retroactividad en materia civil nacen del
respeto que debe el legislador a las garantías que establece la
Constitución y en especial la garantía del derecho de propiedad
contenida en el N2 24 del artículo 19 de la Constitución. Al esta-
blecer dicha disposición que, salvo el caso de utilidad pública,
nadie puede, en caso alguno, ser privado de su propiedad, del
bien sobre que recae, o de alguno de los atributos o facultades
esenciales del dominio, se consigna, como lo dicen varias senten-
cias, en forma indirecta la irretroactividad de la ley civil.

Debemos apreciar además que esta protección no sólo se re-
liere al dominio de cosas corporales, porque, como ya lo anticipa-
ba el Código Civil, el precepto citado establece que el derecho de
propiedad se ejerce sobre toda clase de bienes, corporales e incor-
porales; por lo tanto, la garantía se extiende a todos los derechos.

Fuera de estas limitaciones constitucionales el legislador pue-
de dictar leyes retroactivas. El principio de la irretroactividad de
Lis leyes y el carácter excepcional de la retroactividad se imponen
(II caInl)i() al juez, quien debe darles obligadamente primacía en
Li 111R'r1lt'ticiol1 y liplicacióri (le Li ley.
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- Leyes interpretativas

63. Merecen un análisis especial las leyes interpretativas. Le-
yes interpretativas son aquellas que aclaran el sentido de otras
leyes.

El concepto de ley interpretativa se opone al de ley modifica-
toria. La ley modificatoria deroga y reemplaza la ley modificada.
La ley interpretativa no; ella y la ley interpretada constituyen dos
leyes coexistentes en torno al mismo objeto.

El carácter interpretativo de una ley debe nacer de su propia
naturaleza. No será necesario que establezca expresamente su carác-
ter interpretativo si él resulta de su propio contenido. Por el contra-
rio, una declaración expresa de su carácter interpretativo no le dará
tal naturaleza si en realidad se trata de una ley modificatoria.

El inciso 22 del artículo 90 del Código Civil dispone que "...las
leyes que se limiten a declarar el sentido de otras leyes, se enten-
derán incorporadas en éstas; pero no afectarán en manera alguna
los efectos de las sentencias judiciales ejecutoriadas en el tiempo
intermedio". Lo anterior implica que la ley interpretativa es siem-
pre y necesariamente retroactiva, ya que se entiende incorporada
a la ley anterior interpretada.

El carácter retroactivo de las leyes interpretativas tiene dos
órdenes de limitaciones. En primer término tendrá las limitacio-
nes generales de carácter constitucional que hemos señalado al
referirnos a las leyes retroactivas. En segundo lugar tiene la limita-
ción que señala el artículo 92 del Código Civil, y es la de que ellas
no afectarán en manera alguna los efectos de las sentencias ejecu-
toriadas en el tiempo intermedio.

De ello resulta que si el juez ha interpretado algún precepto
legal en un sentido determinado en una sentencia que se encuen-
tra ejecutoriada, dicha interpretación se mantiene no obstante
que el legislador interprete posteriormente el precepto de una
manera diversa.

Aunque la interpretación del legislador tiene una obligatorie-
dad general, ella no llega a alterar la interpretación judicial ya reali-
zada. Esta disposición señala que, en el caso particular sometido a su
decisión, el juez es la autoridad definitiva para fijar el derecho.

- Ley sobre el Efecto Retroactivo de las Leyes

64. No obstante que una ley no tenga carácter retroactivo es
indudable que, posiblemente al crear nuevos estatutos jurídicos y

necesariamente al modificar la legislación, va a entrar a regir una
situación que estaba ya regulada por un régimen legal anterior.

La nueva ley se encuentra con situaciones constituidas, con
derechos adquiridos, con expectativas desarrolladas en un sistema
legal que se deroga y que ella pasa a regular en forma distinta; de
ello surgen conflictos que es necesario solucionar.

La realidad vital no nace y muere con una legislación. Nacida
bajo un estatuto legal continúa existiendo aunque este estatuto
sea modificado o reemplazado; debe, en consecuencia, estudiarse
su situación frente al nuevo régimen legal y resolver los proble-
mas a que da lugar el cambio de legislación.

La primera solución la constituyen las disposiciones transito-
rias de las leyes. Son disposiciones que, por lo general, están desti-
nadas precisamente a solucionar dichos problemas. 19

 no existen disposiciones transitorias que resuelvan los
problemas derivados del cambio de legislación, se debe recurrir
entre nosotros a la ley de 7 de octubre de 1861, denominada Ley
sobre el Efecto Retroactivo de las Leyes.

Esta denominación es engañosa. Cuando una ley es retroacti-
va debe aplicarse como tal y no existe un conflicto que resolver. El
problema se produce precisamente cuando cambia la legislación y
la nueva ley no es o no puede ser retroactiva. Es necesario deter-
minar aquí hasta dónde llega el ámbito de la ley antigua y hasta
qué punto las situaciones que ella regulaba deben adaptarse y
desaparecer o ser modificadas por la nueva legislación.

La ley está basada principalmente en la teoría de los derechos
adquiridos y de las meras expectativas.

Esta teoría considera que la ley no puede vulnerar derechos
adquiridos en virtud de la ley anterior y sólo puede afectar a las
meras facultades legales o a las simples expectativas.

Por derecho adquirido se entiende el derecho que por un
hecho o acto del hombre o por ministerio de la ley se ha incorpo-
rado al patrimonio, o bien, la facultad legalmente ejercida. Una
mera expectativa es el derecho no incorporado al patrimonio o la
lacultad no ejercida legalmente 20

65. La Ley sobre el Efecto Retroactivo de las Leyes establece
'II su artículo U que su fin es decidir los conflictos que resultaren
(k» la aplicación de leyes dictadas en diversas épocas. Se inspira,

R. 1). 2, s. 1 13.
R. 1. .77,s.3, I• 7: 1. 8 1s. 2.
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en general, en la teoría de los derechos adquiridos y de las meras
expectativas; su artículo 79 dice expresamente: "Las meras expec-
tativas no forman derecho".

Trataremos de agrupar las diversas materias a que ella se refie-
re en cierta categorías principales.

a) Estado civil. Se refieren a él los arts. 29 a 79 de la ley.
El estado civil es la calidad permanente que ocupa un indivi-

duo en la sociedad y que depende principalmente de sus relacio-
nes de familia.

El estado civil adquirido conforme a la ley vigente a la fecha
de su constitución subsiste aunque ésta pierda después su fuerza.

Las leyes que establezcan para la adquisición del estado civil
condiciones diferentes de las que antes existían se aplican desde
que comienzan a regir.

Los derechos y obligaciones anexos al estado civil se subordi-
nan a la ley posterior, sin perjuicio del pleno efecto de los actos
ejecutados válidamente bajo el imperio de la ley anterior.

Las reglas que el art. 39 prescribe para el estado civil se aplican
a la existencia y derechos de las personas jurídicas, conforme al
art. 10 de la ley.

b) Capacidad. Se refieren a ella los arts. 79 inc. 2 y 82 de la ley.
La capacidad es la aptitud legal de una persona para la adqui-

sición de los derechos civiles (capacidad de goce) o para el ejerci-
cio de los mismos (capacidad de ejercicio).

Respecto a la capacidad de goce generalmente se acepta que
ella es una mera expectativa y queda sujeta a la nueva legislación.
Se cita al efecto el inc. 29 del art. 79 de la ley.

El art. 8, en cambio, dispone que la capacidad de ejercicio,
vigente en el momento de obtenerla, no se pierde aunque la
nueva ley exija otras condiciones para ella.

El ejercicio y continuación de la capacidad se rigen por la ley
posterior. Se argumenta que al subordinar la continuación de la
capacidad a la ley posterior se está contraviniendo el principio
sustentado en la misma disposición.

Una norma análoga señala para los guardadores el art. 99 que
constituidos bajo una ley continúan ejerciendo sus cargos bajo
una ley posterior, pero que quedan sometidos a esta última en
cuanto a sus funciones, remuneración, incapacidad o excusas.

c) Derechos reales. Los contemplan los arts. 12, 15, 16 y 17 de la
ley.

El derecho real adquirido bajo el imperio de una ley y en
conformidad a ella subsiste bajo la ley posterior.

Sus goces, cargas y extensión se rigen por la nueva ley. Se hace
el mismo argumento señalado en cuanto a que si la nueva ley rige

la extensión del derecho, se atenta en realidad al derecho adquiri-
do, que puede ser totalmente suprimido por la nueva legislación.

d) Posesión. Se refiere a ella el art. 13 de la ley.
La ley posterior rige tanto la retención como la pérdida o

recuperación de la posesión. En realidad la posesión queda total-
mente entregada a la nueva ley. Es lógico, ya que la posesión no
constituye un derecho.

e) Derechos condicionales. Art. 14 de la ley.
El plazo para que se considere fallida una condición bajo la

cual se ha definido un derecho es el de la ley antigua, a menos que
excediere el establecido en la ley nueva a contar desde su vigencia.

f)Sucesiones. Arts. 191 20 y 21 de la ley.
Las solemnidades o requisitos externos de los testamentos se

rigen por la ley vigente a la época de su otorgamiento.
Las disposiciones testamentarias y, por lo tanto, las reglas que

fijan la incapacidad o indignidad de los herederos o asignatarios,
las legítimas, mejoras, porción conyugal y desheredaciones, se ri-
gen por la nueva ley.

Nada dice la ley respecto de los requisitos internos del testa-
mento, como la capacidad y libre voluntad del testador. Algunos
autores estiman que ellos deben regirse por la ley vigente a la
apertura de la sucesión; otros, a la ley vigente al otorgarse el
testamento; otros, en fin, que deben conformarse tanto a la ley
vigente al otorgarse el testamento como a la apertura de la suce-
sión. La opinión hoy día más aceptada es que ellos se rigen por la
ley vigente al tiempo de otorgarse el testamento.

En las sucesiones forzosas o intestadas el derecho de represen-
tación de los llamados a ellas se rige por la ley bajo la cual se
hubiere verificado su apertura.

La adjudicación o partición de una herencia o legado se rige
por la ley vigente al tiempo de su delación.

Debe hacerse presente que de acuerdo a los arts. 955 y 956 del
Código Civil la sucesión de una persona se abre en el momento
(le su muerte y que en ese momento se defieren también las
herencias o legados.

g) Contratos. Arts. 22 y 23 de la ley.
El art. 22 de la ley de efecto retroactivo establece el principio

ttiiidamental de que en todo contrato se entenderán incorpora-
(las las leyes vigentes al tiempo de su celebración.

Por lo tanto, es la ley antigua la que rige tanto los requisitos
externos como los requisitos internos de los actos y contratos y
aun tns los electos (le dichos actos en el futuro.

lsie priI1ciio, (le (I101Ilid iIIIj)OrtaIIdia en la vida del derecho,
Ni  (S (le ili( (1011 1)1,1(1 I(alll('Iil( iitiivetsal, Pta1)RI en reali-
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dad no un problema de retroactividad de la ley, sino un problema
de supervivencia de la ley.

El art. 22 habla sólo de los contratos; en cambio el art. 23
habla de los actos y contratos. La omisión de la palabra actos en el
art. 22 se debe a un error en la tramitación de la ley, pero, en
todo caso, la disposición debe entenderse que se aplica a todos los
actos jurídicos y no sólo a los contratos.

El mismo art. 22 señala dos excepciones a la regla que consi-
dera incorporadas al acto las leyes vigentes al tiempo de su cele-
bración. La primera consiste en las leyes concernientes a reclamar
en juicio los derechos que resultaren de ellos; y la segunda a las
que señalan penas para el caso de infracción de lo estipulado.

De acuerdo con el art. 23 los actos o contratos podrán probar-
se con los medios de prueba que establecía la ley vigente al cele-
brarlos, pero que la forma de rendir la prueba se regulará por la
ley vigente al tiempo de rendirla.

h) Procedimiento judicial. Arts. 22 N9 U y 24 de la ley.
Las leyes procesales rigen in actum. No obstante esta disposi-

ción general, los términos que hubieren empezado a correr y las
actuaciones y diligencias ya iniciadas se regirán por la ley vigente
al tiempo de su iniciación.21

i) Prescripción. Arts. 25 y 26 de la ley.
Existen la prescripción adquisitiva y la prescripción extintiva.
La prescripción adquisitiva es un modo de adquirir las cosas

ajenas por haberlas poseído durante cierto lapso de tiempo y con
los demás requisitos legales.

La prescripción extintiva es un modo de extinguir las acciones
y derechos ajenos, por no haberse ejercido dichas acciones y dere-
chos durante cierto espacio de tiempo y con los demás requisitos
legales.

El art. 25 de la ley da al prescribiente, ya sea en la prescripción
adquisitiva o extintiva, la opción de escoger entre el plazo de la
ley antigua o el de la ley nueva, pero si escoge el de la ley nueva
no se comienza a contar el plazo sino desde que ésta haya empe-
zado a regir.

El art. 26 dispone que si una ley declara algo imprescriptible
no puede adquirirse por prescripción adquisitiva bajo su vigencia,
sin importar para ello cuánto tiempo de posesión llevara antes el
prescribiente.22

66. Ya hemos señalado que el artículo 22 de la Ley sobre el
Efecto Retroactivo de las Leyes establece una situación de supervi-
vencia de la ley. Esta, no obstante haber sido derogada, puede
continuar rigiendo determinadas situaciones jurídicas.

El inciso 1° del artículo 22 de la ley, con las excepciones que
él mismo señala, dispone: "En todo contrato se entenderán incor-
poradas las leyes vigentes al tiempo de su celebración". Ya hemos
analizado el problema de si esta disposición se refiere exclusiva-
mente a los contratos o se aplica a todos los actos jurídicos.

Respecto a los contratos debe anticiparse que el artículo 1546
del Código Civil dispone que "...obligan no sólo a lo que en ellos
se expresa, sino a todas las cosas que emanan precisamente de la
naturaleza de la obligación, o que por la ley o la costumbre perte-
necen a ella". Al fijar este precepto el contenido de los contratos
incluye en él, además de las estipulaciones de las partes, las cosas
que le han sido asignadas por la ley. Esta disposición se ha enten-
dido corrientemente que se refiere sólo a los contratos nomina-
dos en cuanto ellos contienen una reglamentación supletoria de
la voluntad de las partes y que establece la ley.

Ahora bien, el artículo 22 de la Ley sobre el Efecto Retroacti-
vo de las Leyes no hace distinciones; dispone que se incorpora al
contenido de todos los contratos, nominados o innominados, la
ley vigente al tiempo de su celebración.

De esta manera la ley normativa pasa a formar parte de lo que
se ha llamado "la ley del contrato" de acuerdo con los términos
del artículo 1545 del Código Civil. Podrá derogarse el precepto
legal, pero éste, sin embargo, continuará subsistiendo como nor-
ma del contrato celebrado durante su vigencia.23

Esta subsistencia temporal no es de carácter general, pero
afecta sí a las partes ligadas por el vínculo contractual. Se impone
también al juez, quien, al interpretar o aplicar el contrato, deberá
considerar la normativa legal, actualmente derogada, pero vigente
al tiempo de su celebración.

Efectos de la ley en cuanto a las personas

67. El artículo 14 del Código Civil dispone que "La ley es obli-
gatoria para todos los habitantes de la República, inclusos los
extranjeros".

21 R. D. J., t. 79, s. 4, p. 165.
22 R. D. J., t. 68, s. 1, p. 290. R. 1). J., 1. 79, s .Í,
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Es decir, toda persona que habite el territorio chileno, cual-
quiera que sea su nacionalidad, está sujeta a la ley chilena.

Esta disposición puede relacionarse con el domicilio político a
que se refiere el artículo 60 del Código Civil, que dice que es el
"...relativo al territorio del Estado en general. El que lo tiene o
adquiere es o se hace miembro de la sociedad chilena, aunque
conserve la calidad de extranjero". Todo el que habite en el país
tiene domicilio político en Chile, de acuerdo al artículo 60, y está
sometido a la ley chilena, de acuerdo al artículo 14.

Las excepciones a este principio, reconocidas por el derecho
internacional y relativas a la persona de un Soberano extranjero,
de los Agentes Diplomáticos y de las naves de guerra o tropas
extranjeras en tránsito, están analizadas en una sentencia de la
Corte de Apelaciones de Santiago de 24 de septiembre de 1926
(R. D. J., t. 25, s. 2, pág. 49).

Naturalmente el que la ley sea obligatoria para todos los habi-
tantes no significa que en todo momento deban cumplir todos
con todas las leyes. La ley será potencialmente obligatoria para
todos, pero sólo obligará efectivamente a los que se encuentren
en las circunstancias determinadas por la ley.

El concepto de chileno o extranjero lo establece el artículo 56
del Código Civil al decir que: "Son chilenos los que la Constitución
del Estado declara tales. Los demás son extranjeros".

Pero al mismo tiempo que el Código somete a los chilenos y a
los extranjeros a la ley chilena, iguala o asimila a los extranjeros
en materia de derechos civiles. El artículo 57 del Código Civil
dispone. "La ley no reconoce diferencias entre el chileno y el
extranjero en cuanto a la adquisición y goce de los derechos civi-
les que regla este Código".

Esta asimilación o igualdad del extranjero frente a la legisla-
ción civil tiene algunas excepciones. El propio Código Civil prohí-
be a los extranjeros transeúntes pescar en el mar territorial
(art. 611), ser testigos en un testamento solemne (art. 1012), ser
tutores o curadores (art. 497), ser albaceas (art. 1272); la ley de
Matrimonio Civil en su artículo 14 no les permite ser testigos de
un matrimonio y la Ley de Registro Civil, en su artículo 16, ser
testigos de una inscripción en el registro respectivo. La Ley N2 7.492
restringió la capacidad de los extranjeros para adquirir propieda-
des en ciertas provincias limítrofes.

Efectos de la ley en cuanto al territorio

- Territorio

68. El territorio del Estado está delimitado por sus fronteras,
pero la autoridad del Estado se extiende al mar territorial y en
cierto sentido al espacio aéreo sobre el territorio.

El mar territorial es el mar adyacente a la costa de Chile hasta
la distancia de 12 millas marinas medidas desde las respectivas
líneas de base (art. 593 del Código Civil).

Por su parte, el artículo 22 del Decreto con Fuerza de Ley
N9 221 de 1931 declara que el Estado ejercerá plena y exclusiva
soberanía sobre el espacio atmosférico existente sobre su territo-
rio y sus aguas jurisdiccionales.

- Territorialidad de la ley

69. Se denomina territorialidad de la ley su aplicación dentro
(le los límites del territorio del Estado, extraterritorialidad su apli-
cación fuera de dichos límites.

El principio general en nuestro derecho es la territorialidad
(le la ley; la extraterritorialidad es excepcional.

La territorialidad de la ley está establecida en el artículo 14 e
inciso 19 del artículo 16 del Código Civil. El primero dispone que
la ley es obligatoria para todos los habitantes de la República,
inclusos extranjeros. El segundo, que los bienes situados en Chile
están sujetos a las leyes chilenas, aunque sus dueños sean extranje-
ros y no residan en Chile.

Por último, del art. 17 se desprende que la forma de los actos
otorgados en el país se rige por la ley chilena. Aplicación de estos
principios es el art. 975 del Código de Comercio que establece
(IL1C el fletamento de naves extranjeras efectuado en puerto chile-
i0 está sujeto a las disposiciones de ese Código.

En esta materia debemos señalar los arts. 120 y 121 del Código
Civil. El art. 121 citado dispone que "el matrimonio que según las
leyes del país en que se contrajo pudiera disolverse en él, no
podrá, sin embargo, disolverse en Chile, sino en conformidad a
Lis leyes chilenas". El art. 120 va aún más lejos, pues establece que:
"Ul 11h11 iiIllOIU() disiiello en territorio extranjero en conformidad
a Lis leyes (le! hlliMIlhi) l)itis, pero (ltie no hubiera podido disolverse
según las leyes clhilehhils, III) liahilita a hlihiguhlo de los (105 (óflyil-
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ges para casarse en Chile, mientras viviere el otro cónyuge". Cabe
recalcar que estos preceptos se aplican a chilenos y extranjeros,
de tal manera que un extranjero divorciado válidamente en su
país no puede casarse en Chile mientras viva el otro cónyuge.

- Extraterritorialidad de la ley

A) Aplicación de la ley extranjera en Chile

70. De acuerdo con su inciso 2 el art. 16 del Código Civil da
valor en Chile a las estipulaciones de los contratos otorgados váli-
damente en país extraño. Conforme con esta disposición la ley
extranjera va a tener efecto en Chile, no sólo en cuanto ha regula-
do la validez del contrato otorgado en el extranjero, sino también
por el principio de aplicación prácticamente universal que hemos
estudiado y que se refiere a la "Ley del contrato", es decir, al
hecho de entenderse incorporadas en él las leyes vigentes en el
país y época de su celebración. Pero este último efecto está en
gran parte limitado por el inciso 3 del mismo art. 16 que dispone
que "...los efectos de los contratos otorgados en país extraño para
cumplirse en Chile, se arreglarán a las leyes chilenas". En otros
términos, aunque se reconoce validez al contrato otorgado en el
extranjero, los derechos y obligaciones emanados de él están suje-
tos a la ley chilena.

El art. 955 inciso 22 del Código Civil establece que la sucesión se
rige por la ley del domicilio en que se abre. De manera que una
sucesión se regirá por la ley extranjera si se ha abierto en el extran-
jero. Pero dicha disposición agrega "salvas las excepciones legales",
de tal manera que los bienes situados en Chile y que forman parte
del haber de la sucesión estarán sujetos a la ley chilena, y a este
respecto el art. 998 del Código Civil dispone que en la sucesión de
un extranjero que fallezca dentro o fuera del territorio de la Repú-
blica, tendrán los chilenos, a título de herencia, de porción conyu-
gal o de alimentos, los mismos derechos que según las leyes chile-
nas les corresponderían sobre la sucesión intestada de un chileno.

B) Aplicación de la ley chilena en el extranjero

71. El artículo 15 del Código Civil dispone:
"A las leyes patrias que reglan las obligaciones y derechos civi-

les, permanecerán sujetos los chilenos, no obstante su residencia
o domicilio en país extranjero.

19 En lo relativo al estado de las personas y a su capacidad
para ejecutar ciertos actos, que hayan de tener efecto en Chile;

22 En las obligaciones y derechos que nacen de las relaciones
de familia; pero sólo respecto de sus cónyuges y parientes chile-
nos".

Esta disposición es doblemente excepcional. En primer térmi-
no, en cuanto a las personas a quienes afecta, ya que rige exclusi-
vamente para los chilenos y no se aplica a los extranjeros. En
segundo lugar, en cuanto a las leyes a que queda sujeto el chileno
en el extranjero, porque no se refiere a todas las leyes, ni siquiera
a todas las leyes personales, sino sólo a las que taxativamente
enumera.

Dichas leyes son, en primer lugar, las que se refieren al estado
de las personas. Es decir, la constitución, derechos y obligaciones
inherentes al estado civil y la terminación del mismo respecto de
un chileno se regirán, en general, por la ley chilena en todo lo
que vaya a tener efectos en Chile. Lo anterior tiene una excep-
ción en cuanto a los derechos obligaciones que de él emanan,
pues de acuerdo con lo dispuesto en el N"2' del art. 15 del Códi-
go Civil la aplicación de la ley chilena en cuanto a las obligaciones
y derechos derivados del estado civil sólo regirá respecto a los
cónyuges y parientes chilenos y no respecto a los cónyuges y pa-
rientes extranjeros.

La Ley de Matrimonio Civil aplica estos principios en su
art. 15. En efecto, el inciso 12 de esa disposición da absoluto
valor en Chile al matrimonio celebrado en país extranjero en
conformidad a las leyes de dicho país, pero el inciso 22 agrega:
"Sin embargo, si un chileno o chilena contrajere matrimonio
en país extranjero contraviniendo a lo dispuesto en los artícu-
los 4% 5, 69 y 72 de la presente ley, la contravención producirá
en Chile los mismos efectos que si se hubiere cometido en
Chile". Es decir, frente a la ley chilena el chileno queda sujeto
a los impedimentos, prohibiciones para contraer matrimonio,
aunque lo contraiga en el extranjero.

El art. 15 del Código Civil se refiere en segundo término a la
capacidad de las personas. La capacidad del chileno en el extran-
jero queda sujeta a la ley chilena, pero sólo en cuanto vaya a
ejecutar un acto que haya de tener efecto en Chile. Silos efectos
del acto se producen también en el extranjero el chileno no tiene
por qué ceñirse a las disposiciones chilenas que regulan su capaci-
dad. Cabe repetir aquí que los efectos del acto serán las obligacio-
lleS y derechos (l1l( (I(.

Fo(tetnos )legI flhIIIIl()S si hi disposición se refiere sólo a los
t<IoS (lit(- Se ('je(llI(Il I)I((ISIIIIeIII( j)ill I('llel' ('í(('t() eii (lli1(', ('5
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decir, los actos que necesariamente deban tener efecto en el país,
o se refiere también a los actos que ocasionalmente puedan tener
efecto en Chile. Nos inclinamos por el criterio de que sólo los
actos que necesariamente deban tener efecto en Chile están cu-
biertos por el precepto. Ello por la expresión "que hayan" utiliza-
da en el artículo; al mismo tiempo, porque no se puede exigir a
las personas que anticipen situaciones eventuales imprevisibles de
sus actos y, finalmente, porque se impone una interpretación res-
trictiva de una disposición doblemente excepcional.

- Leyes relativas a los actos

72. Para que se produzca un conflicto de legislación en
materia de actos es necesario que el acto se celebre en un país
y produzca efectos en otro. Para la ley chilena el problema es
el relativo al acto celebrado en el extranjero y que produce
efectos en Chile.

A este respecto debemos distinguir entre los requisitos exter-
nos o solemnidades del acto, sus requisitos internos y sus efectos.
Al analizar estos tres aspectos repetiremos en parte algunos de los
principios que ya hemos señalado.

- Requisitos externos

Los requisitos externos, de acuerdo con el principio locus regit
actum, se rigen por la ley del país en que el acto se ha realizado. El
art. 17 del Código Civil dice al respecto que la forma de los instru-
mentos públicos se determina por la ley del país en que hayan
sido otorgados, aclarando más adelante que la forma se refiere a
las solemnidades externas. El mismo principio establecen el inc. 2
del art. 16 del Código Civil al dar valor en Chile a los contratos
otorgados válidamente en país extraño; el art. 1027 del Código
Civil, que da valor en Chile a los testamentos escritos otorgados
en el extranjero si sus solemnidades se han conformado a la ley
del país en que se otorgaron; y el art. 15 inc. U de la Ley de
Matrimonio Civil que ya hemos citado, que da valor en Chile al
matrimonio celebrado en el extranjero en conformidad a la ley
del país en que se contrajo.

Se ha dicho que el art. 17 se refiere solamente a los instru-
mentos públicos, pero el principio locus regit actum se aplica tam-
bién a los instrumentos privados por la disposición general del
inciso 22 del art. 16.
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La autenticidad del instrumento público otorgado en el ex-
tranjero, es decir, el hecho de haber sido otorgado realmente por
las personas que aparecen suscribiéndolo y el hecho de que las
solemnidades se hayan ajustado a las leyes del país en que se
otorgó, se probará en Chile de acuerdo con las normas estableci-
das en el art. 345 del Código de Procedimiento Civil (art. 17 del
Código Civil).

Cabe señalar que la regla locus regit actum no es obligatoria.
Los chilenos pueden en el extranjero, silo desean, sujetarse para
realizar determinados actos a la ley chilena. En efecto, ciertos
funcionarios diplomáticos y consulares chilenos tienen atribucio-
nes para actuar como Ministros de Fe. Al realizar un acto de
otorgar un instrumento en el extranjero ante tales funcionarios se
simplifica enormemente la prueba de la autenticidad del mismo,
ya que se evitan los largos y costosos trámites de legalización en el
extranjero.

Puede señalarse como una excepción a lo preceptuado en el
art. 17, el art. 18 del Código Civil que dispone que: "En los casos
en que las leyes chilenas exigieren instrumentos públicos para
pruebas que han de rendirse y producir efecto en Chile, no val-
drán las escrituras privadas, cualquiera que sea la fuerza de éstas
en el país en que hubieren sido otorgadas". Uno de los efectos de
un instrumento es la prueba o perfeccionamiento del acto o con-
trato de que da constancia; si la ley chilena exige a este respecto
que se otorgue un instrumento público, no tiene valor la escritura
privada otorgada en el extranjero, aunque tenga pleno valor en el
país en que se otorgó. Cabe señalar que el art. 16 no se refiere
sólo a las pruebas judiciales, sino a todos los casos en que la ley
chilena exige el otorgamiento de un instrumento público. Es con-
cordante en esta materia con lo dispuesto en el art. 1701 del Códi-
go Civil que establece que cuando la ley requiere como solemni-
dad de un acto o contrato el instrumento público, su falta no
puede suplirse por otra prueba.

Otra excepción que podría señalarse al art. 17 está contenida
en el art. 1027 del Código Civil que sólo reconoce validez a los
testamentos otorgados en país extranjero si ellos lo han sido por
escrito. Los testamentos verbales otorgados en el extranjero no
tienen validez en Chile, sin entrar a considerar su valor según las
leyes del país en que se realizaron.

Respecto a la hipoteca el artículo 2411 del Código Civil da
validez a los contratos hipotecarios celebrados en el extranjero
sobre bienes situados cii Chile; pero, para dar hipoteca, exige que
dichos (0111 ratos SdilI illS(iit( )S ('n ('1 competente Registro.
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- Requisitos internos

En general, la ley del país en que se otorgó el acto rige sus
requisitos internos, o sea, la capacidad y voluntad o consentimien-
to de los que lo otorgan, y el objeto y causa del acto.

No hay a este respecto otra limitación que la del art. 15 en
cuanto a que la capacidad y estado de las personas que ejecutan el
acto quedan sujetos a la ley chilena si dichas personas son chile-
nos.

- Efectos

Los efectos del acto, es decir los derechos y obligaciones que
de él emanan, quedan sujetos a la ley chilena. Dicha ley respeta
las estipulaciones contenidas en los contratos otorgados válida-
mente cii el extranjero, pero si en cuanto a los efectos del contra-
to hay contraposición entre la ley chilena y la ley extranjera, pri-
ma la ley chilena de acuerdo con el inciso final del artículo 16.

l( )Nt\JF,( ASI,, I:ew/e h' I\/.i CI, (1Cm! ,m,I. Iiid, 1921.
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